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			Resulta, pues, que, en virtud de las ineludibles leyes de nuestra naturaleza, algunos seres humanos deban necesariamente sufrir escasez. Estos son los desgraciados que en la gran lotería de la vida han sacado un billete en blanco.

			 

			THOMAS S. R. MALTHUS, Primer ensayo sobre población

		

	


	
		
        

			INTRODUCCIÓN


            

			Hace ya años que se inició un claro ataque a las pensiones públicas, uno de los derechos más apreciados por la inmensa mayoría de la población. Para ello se ha difundido hasta la saciedad un discurso catastrofista que a base de ser repetido ha calado hondo en la gente: la sociedad se hace vieja, no habrá trabajadores suficientes para financiar las pensiones, estas no se van a poder pagar en el futuro, conviene suscribir cuanto antes fondos de pensiones privados...

			Estos razonamientos se suelen presentar acompañados de informes que cada cierto tiempo auguran que en tal o cual fecha la Seguridad Social tendrá un déficit insoportable. Los medios los difunden y la opinión pública termina por asumir que el futuro de las pensiones que ahora son imprescindibles para garantizar una vida digna en la vejez está en el aire. 

			La realidad es que este discurso está montado sobre argumentos que carecen de fundamento científico, muy ideologizados, y sin pruebas, mientras que los análisis de quienes demuestran que el futuro de las pensiones tiene que ver con otros factores se silencia y desprecia.

			Este es un libro que trata de poner las cosas en su sitio de la forma más clara posible. Hemos querido mostrar que detrás de las alarmas que se lanzan constantemente sobre el futuro de las pensiones hay demasiado humo y un intento real de favorecer a las entidades financieras que quieren gestionar en su exclusivo beneficio el ahorro de los trabajadores. El dinero que mueven las pensiones públicas (que no es otra cosa, como veremos, que ahorro de los trabajadores) es mucho, más de 120.000 millones de euros anuales en España, y eso constituye un botín muy apetitoso para los bancos, que se esfuerzan en difundir todo tipo de razones para convencer a la gente de que lo mejor es que ellos gestionen semejante fortuna.

			No negamos, ni mucho menos, que un peligro grave se cierne sobre el futuro de las pensiones. Lo que afirmamos es que ese peligro no procede de donde dicen quienes defienden los recortes y la privatización progresiva del sistema, sino justamente de las políticas que vienen aplicando quienes piensan como ellos.

			La amenaza de las pensiones no es, como nos quieren hacer creer, el que vivamos más años. Este es un hecho afortunado y fruto del progreso social que los defensores de la privatización, como el Fondo Monetario Internacional, nos presentan como algo dramático y peligroso para asustar y vender así mejor sus propuestas de reforma privatizadora.

			Nosotros pensamos que el verdadero peligro que amenaza a las pensiones públicas, como vamos a demostrar en este libro, radica en que se sigan aplicando políticas que incrementan cada vez más la desigualdad, lo que hace que haya menos masa salarial de donde obtener cotizaciones sociales, incluso a pesar de que existan más mujeres y hombres empleados.

			Muchos economistas, entre ellos Premios Nobel como Joseph Stiglitz, y organismos internacionales como el Consejo de Europa o la Oficina Internacional del Trabajo, han demostrado que hay formas mucho más justas y auténticas para salvar las pensiones públicas que las que están proponiendo los economistas neoliberales. Lo que pretendemos en estas páginas es mostrar ese debate con palabras sencillas y claras, para que las pueda entender cualquier persona aunque no sepa nada de economía.

			El libro es una versión corregida y actualizada del que hace tres años editó la asociación ATTAC, que tuvo un extraordinario éxito de ventas y lectura. Esperamos que esta nueva versión llegue también a muchos miles de personas para que puedan descubrir con él las falacias que hay detrás de los argumentos y de las amenazas convencionales. No para que se convenzan de que no hay peligro y no hagan nada, sino para que refuercen sus argumentos y puedan defender activamente y con fundamento una conquista tan decisiva para el bienestar como la solidaridad que da soporte a las pensiones públicas. 

			Tenemos la desgraciada convicción de que las pensiones públicas van a ser el objetivo de los próximos recortes de derechos que la Troika (la Comisión Europea, el Banco Central Europeo y el Fondo Monetario Internacional) prepara para España. Por eso creemos que es más necesario que nunca que la población sepa perfectamente qué es lo que hay detrás de ese ataque, de los argumentos con apariencia tecnocrática que justifican reformas que cada vez que se llevan a cabo solo sirven para rebajar el alcance de las prestaciones y la cuantía de las pensiones.

			Con esa idea tratamos de demostrar en estas páginas que las propuestas para cambiar el sistema de pensiones público por uno privado no responden a necesidades objetivas, reales y técnicas, o financieras, sino a los intereses particulares de los bancos y otras entidades que harían un negocio muy lucrativo si ese cambio se llevara a cabo. 

			Es evidente que los sistemas públicos de pensiones, y concretamente el español, pueden correr un serio peligro. Pero no por las razones que apuntan quienes defienden su privatización o la bajada de sus prestaciones. Su financiación puede resentirse con el paso del tiempo, pero no porque vaya a envejecer la población, algo que en sí mismo es deseable y no un «riesgo», como dicen los privatizadores[1], sino porque esto vaya acompañado de otros factores que analizaremos. Y el problema es que si estos últimos no se tienen en cuenta y si solo se contempla la evolución demográfica como una fatalidad, entonces sí que solo cabe la opción de renunciar al sistema. Pero si, por el contrario, se ponen sobre la mesa todas las circunstancias que influyen sobre el sistema, en ese caso se verá que el peligro que pueden correr las pensiones proviene de otro lado que es hacia el que hay que apuntar.

			Veremos también que el deterioro del sistema de pensiones públicas conlleva igualmente el deterioro de las condiciones de vida de la población y, especialmente, de aquellas personas con menos ingreso, y que está vinculado a la aplicación de políticas económicas neoliberales que son las que hay que desterrar para mejorar el sistema y la situación de toda la sociedad.

			Como analizaremos, no se puede considerar que la privatización completa o progresiva del sistema de pensiones públicas sea inevitable, como nada lo es en la historia de los seres humanos. Mientras las clases populares y sus representantes políticos y sindicales tengan el poder suficiente, estarán en disposición de evitar que los grandes grupos financieros lleven a cabo unos cambios dirigidos exclusivamente a favorecer su cómoda apropiación de los recursos sociales.

			Decía una economista sabia, Joan Robinson, que la gente normal debería estudiar economía aunque solo fuese para evitar ser engañada por los economistas. Confiamos en que este trabajo lo permita, pues solo conociendo lo que hay detrás de las falsas alarmas que se difunden intencionadamente sobre el futuro de nuestras pensiones públicas podremos evitar que nos las roben.



			VICENÇ NAVARRO y JUAN TORRES LÓPEZ
Baltimore y Sevilla, febrero de 2013
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LAS PENSIONES: ¿PARA QUÉ SIRVEN Y QUIÉN LAS PAGA?

            

            

			Un sistema público de pensiones es un mecanismo que el Estado mantiene con el fin de garantizar unos recursos que en teoría (y no siempre en la práctica) permitan mantener un nivel digno de vida a aquellas personas que han dejado de percibir los ingresos por causas ajenas a su voluntad, como pueden ser la jubilación, la invalidez o la muerte[2].

			El sistema público de pensiones forma parte del sistema de la Seguridad Social (un término que fue utilizado por primera vez en Estados Unidos, durante la Administración Roosevelt), y este es un ámbito del Estado que, además de las pensiones, abarca otros más como la sanidad o las diversas prestaciones sociales que recibimos. 

			

			LA SEGURIDAD SOCIAL


            

			La Organización Internacional de Trabajo define a la Seguridad Social como la protección que la sociedad proporciona a sus miembros, mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones económicas y sociales que, de no existir, ocasionarían la desaparición o una fuerte reducción de los ingresos en caso de enfermedad, maternidad, accidente de trabajo, enfermedad laboral, desempleo, invalidez, vejez y muerte; y también, como la protección en forma de asistencia médica y de ayuda a las familias con hijos[3]. 

			En consecuencia, podemos definir la Seguridad Social como una parte del Estado que se dedica a proporcionar protección social, gracias a que dispone de una administración y un fondo de recursos dedicados a cubrir las citadas privaciones. 

			Por tanto, la Seguridad Social ofrece servicios muy variados, como, entre otros, la asistencia sanitaria, las prestaciones por incapacidad temporal, las prestaciones por maternidad, las prestaciones de atención a la tercera edad, las prestaciones por desempleo y las pensiones.

			Para entender la auténtica naturaleza de la Seguridad Social es muy importante considerar que es un sistema ideado para proteger a los integrantes de una comunidad de las privaciones que pudieran afectarles a lo largo de la vida, con independencia de su condición económica y social. Es decir, que nace porque la sociedad se hace consciente de que la inmensa mayoría de la población no tiene grandes patrimonios o no dispone de altos ingresos y que, por tanto, no puede hacer frente a situaciones de privación como las mencionadas, producidas por enfermedades, accidentes, incapacidades o porque se deja de trabajar y ya no se tienen ingresos. Lo que significa, en definitiva, que la sociedad en su conjunto asume que la única manera de evitar que esas circunstancias produzcan la muerte, una vida indigna o la pobreza permanente es establecer un sistema de solidaridad colectiva que permita cubrir, con la contribución de todos, esos riesgos. 

			En un sistema de protección basado en el seguro privado, los riesgos que puedan producirse se cubren solo en la medida en que cada persona haya sido capaz o haya tenido la posibilidad de financiarse un seguro. Mientras que el principio que guía a cualquier sistema de Seguridad Social es que se desea hacer frente de manera colectiva a esos riesgos porque se parte de la convicción de que un sector muy importante de la población no tiene ingresos ni riqueza suficientes para poder sufragarse la protección necesaria de manera particular.

			En resumidas cuentas, eso quiere decir que la Seguridad Social nace porque se da prioridad a ese principio y a partir de ahí se determina cómo obtener los recursos que permitan hacerlo efectivo, y no al revés, descubriendo primero que hay recursos y decidiendo luego ser generoso con ellos para financiarla.

			

			EL ORIGEN DE LA SEGURIDAD SOCIAL


            

			El movimiento obrero fue el que inició durante el siglo XIX la demanda de que se garantizase la seguridad y protección social de todos los miembros de la sociedad. 

			Los movimientos socialistas reclamaron por primera vez la universalización de tal protección social, partiendo de la idea de que no es posible concebir la existencia de una auténtica ciudadanía mientras haya personas que no tengan la posibilidad de disfrutar realmente de los derechos sociales y laborales básicos. Defendieron que, si al Estado le corresponde asegurar las condiciones que permitan el ejercicio real y pleno de la ciudadanía por todas las personas, era su deber hacerse cargo también de la financiación a través de los presupuestos del Estado y de la provisión de todo aquello que fuese necesario para que tales derechos se ejercieran. Y de ahí nacieron los primeros fondos de la Seguridad Social y, poco a poco, el sistema en su conjunto.

			El modelo que se desarrolló en los países en donde el movimiento obrero fue más fuerte fue el que respondía a esos principios de universalidad y plena financiación del Estado. Mientras que en aquellos en que era más débil se implantaron regímenes de seguridad o protección no universales, es decir, que no asumieron plenamente el principio de la solidaridad como base de la plena ciudadanía. En este segundo sistema, que prevaleció allí donde las clases altas impusieron su voluntad sobre la de los movimientos obreros, se generó un modelo no universalista que proporcionaba la protección social a los trabajadores y sus familias, en función de sus aportaciones a las cajas de la Seguridad Social, pues recibían los beneficios sociales según su nivel de contribuciones. 

			Con el tiempo, y como resultado de las presiones continuas del movimiento obrero, este segundo modelo se ha ido ampliando, hasta alcanzar niveles de cobertura muy extensos, aun cuando nunca ha llegado a ser universal. Se le llama «modelo Bismarck», pues se estableció durante el Gobierno conservador del canciller de Alemania Otto von Bismarck (en 1883, con la Ley del Seguro de Enfermedad).

			La diferencia fundamental entre los dos modelos es que el primero es un sistema de solidaridad entre los ciudadanos y el segundo es un sistema de ahorro forzoso en el que los derechos se adquieren según el nivel de aportaciones, basadas en el mercado de trabajo.

			

			LA SEGURIDAD SOCIAL EN ESPAÑA


            

			Se suele decir que la Seguridad Social hizo su aparición en España en 1900, aunque de modo parcial, cuando se creó el primer seguro social mediante la Ley de Accidentes de Trabajo. Poco tiempo después, en 1908, nació el Instituto Nacional de Previsión, en el que se integraban las cajas que gestionaban los seguros sociales que entonces ya iban surgiendo.

			Más tarde llegaron otros derechos o seguros sociales, como el Retiro Obrero (1919), el Seguro Obligatorio de Maternidad (1923), el Seguro de Paro Forzoso (1931), el Seguro de Enfermedad (1942) y el Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) (1947).

			Los defensores de la dictadura y algunos historiadores que desean legitimarla encontrando en ella avances sociales afirman que la Seguridad Social española se consolidó en esa etapa, pero lo cierto es que, si bien las leyes que se promulgaron en 1963 y 1966 pretendían la implantación de un modelo unitario e integrado de protección social para todos los trabajadores, la realidad fue que dejaban a muchos de ellos y a sus familias fuera de un sistema que resultaba muy insuficiente y lleno de carencias. Las cotizaciones no tenían mucho que ver con los salarios reales de los trabajadores y, además, no se aportaban los recursos necesarios para proporcionar toda la protección anunciada. Había una maraña de subsistemas y mutualidades que hacían muy desigual el acceso a las prestaciones y su alcance, de modo que no se podía hablar con propiedad de un «sistema» de Seguridad Social, que solo en la década de los ochenta, ya en democracia y bajo el Gobierno del Partido Socialista, comenzaría a universalizarse en España para que llegara a todos los ciudadanos. Asimismo, no fue hasta ese momento cuando se sentaron las bases para su estabilidad financiera.

			

			LA FINANCIACIÓN DE LA SEGURIDAD SOCIAL


            

			En origen, el sistema de Seguridad Social se financiaba mediante las contribuciones de los propios trabajadores, pero en muchos casos, más adelante, empezó a recibir también fondos procedentes de los Presupuestos Generales del Estado. Hoy día los regímenes de Seguridad Social que hay en el mundo tienen en común que se financian a través de estas dos posibles vías, el salario de los propios trabajadores o los impuestos que pagamos todos los ciudadanos, en proporciones dispares a lo largo del tiempo y según los países.

			En España se han hecho reformas sucesivas y, con la aprobación del Pacto de Toledo en abril de 1995, se estableció el llamado sistema de «separación de fuentes de financiación», en virtud del cual las prestaciones contributivas (las que reciben los que han cotizado por ellas) se financian con las aportaciones de los trabajadores, y las prestaciones no contributivas (las que se reciben con independencia de haber cotizado o no) lo hacen mediante las aportaciones del presupuesto del Estado (a través de impuestos generales).

			Para el año 2013 está previsto que las aportaciones de los trabajadores financien el 82,6 por ciento del presupuesto de la Seguridad Social; las aportaciones del Estado el 12,1 por ciento; las operaciones no financieras el 2 por ciento y otros ingresos diversos el 3,29 por ciento.

			Como acabamos de señalar, y en contra de lo que a veces se cree, no es obligado que la Seguridad Social se financie exclusivamente por medio de las aportaciones de los trabajadores. Según veremos más adelante, cada sociedad puede elegir el modelo de financiación que considere más favorable o coherente con los objetivos que desee alcanzar. De hecho, el que un país tenga un sistema u otro depende en gran manera de las relaciones de fuerza existentes entre el mundo del trabajo y el mundo empresarial.

			

			LAS COTIZACIONES SOCIALES Y LAS PENSIONES COMO PARTE DEL SALARIO


            

			Los trabajadores aportan financiación a la Seguridad Social a través de las llamadas cotizaciones sociales, que son la parte de su salario que se destina específicamente a ello. Una proporción de esas cotizaciones la transfieren los empleadores directamente al Estado y otra se descuenta de la nómina de cada trabajador o trabajadora. Pero, en ambos casos, salen o forman parte de la retribución de los asalariados. 

			Es importante saber que las cotizaciones sociales no son, como se las denomina a veces, «impuestos» sobre el trabajo que deban pagar los empresarios. Son una parte más del salario. Por eso, cuando se propone reducir las cotizaciones sociales lo que realmente se está haciendo es proponer que bajen los salarios, puesto que el empresario no sube el salario directo del trabajador cuando reduce el salario indirecto (es decir, la cotización social).

			De igual manera, podemos decir que las pensiones también son una parte del salario de los trabajadores, tal y como hemos dicho que lo son las cotizaciones sociales. Son un salario diferido, una parte del salario total, junto al salario directo, que es el que perciben de manera automática cuando cobran la nómina, y el salario indirecto, que perciben en forma de bienes públicos. 

			

			LOS DIFERENTES SISTEMAS DE PENSIONES PÚBLICAS


            

			Las pensiones públicas pueden existir bajo distintos sistemas o modos de funcionamiento, que tienen que ver con su alcance y con la forma en que se financien.

			Por un lado, se puede distinguir entre las pensiones de carácter contributivo y las universalistas o no contributivas; por otro, entre las que se financian según un modelo de reparto y las que lo hacen mediante capitalización.

			Veremos a continuación las características de cada uno de estos sistemas.

			

			Pensiones contributivas y no contributivas

            

			En un modelo contributivo reciben pensiones aquellas personas que han cotizado para ello a lo largo de su vida laboral. En este caso, los empresarios tienen que destinar a las cajas de la Seguridad Social una parte del salario del trabajador en forma de cotizaciones sociales, las cuales se van acumulando en un fondo del que se obtendrán las pensiones en la época de jubilación. Se dice que es un sistema contributivo porque en realidad el trabajador está destinando forzosamente una parte de su salario a un fondo del que se obtendrán en su momento las pensiones de su jubilación. 

			La cuantía de las pensiones contributivas se calcula, por tanto, a partir del montante de las cotizaciones sociales que cada trabajador ha realizado durante su vida laboral.

			Por el contrario, el modelo universalista o no contributivo está basado en un principio estricto de solidaridad, de modo que, bajo su aplicación, reciben pensiones todas las personas de una sociedad con independencia de que hayan cotizado o no a lo largo de su vida. 

			Así, las pensiones no contributivas las proporciona el Estado a aquellas personas que de otra forma carecerían de todo tipo de ingresos tras su jubilación, bien sea por no haber cotizado suficiente o por no haber pertenecido nunca al mercado de trabajo. La cuantía de este tipo de pensiones está establecida por ley y se financian a través de los impuestos, es decir, que dependen, sencillamente, de la voluntad política del Gobierno de turno. Si considera que las cuantías actuales son insuficientes para proporcionar un nivel de vida digno, podrá subirlas financiándolas a través de los presupuestos del Estado. Si, por el contrario, entiende que son suficientes en su cuantía, entonces las mantendrá como están.

			En España, como en la mayoría de los países desarrollados, existe un sistema mixto que combina el modelo contributivo con el modelo no contributivo. 

			

			Los sistemas de capitalización y reparto

            

			La capitalización consiste en ir aumentando una determinada cantidad inicial de capital a base de añadirle los intereses que puedan ir obteniéndose al destinarla a operaciones que proporcionen rentabilidad. Y un sistema de pensiones de capitalización es aquel en el que cada cotizante va aportando a lo largo de su vida ciertas cantidades que se van acumulando en un fondo, el cual se va capitalizando a lo largo del tiempo mediante su inversión en activos privados que generan intereses, y del cual sale la pensión que recibirá al final de su vida activa. 

			Por tanto, la pensión que finalmente reciba se calcularía en función que lo que cada trabajador haya cotizado por sí mismo más los intereses devengados. Cada trabajador se paga su propia pensión, pero la cuantía final de esta última dependerá del rendimiento que el sistema sea capaz de obtener de los fondos que acumula, teniendo en cuenta que este rendimiento puede ser positivo o negativo, dependiendo del éxito de la inversión, algo que lógicamente nunca está totalmente asegurado. De ahí que este tipo de pensiones esté asociado inevitablemente a un riesgo para el pensionista, que bien puede no llegar a recibir pensión alguna si la capitalización no ha sido exitosa.

			Por otro lado, un sistema de pensiones de reparto es aquel en el que los trabajadores van cotizando día a día, y con los fondos que hay en el sistema en un momento dado se pagan las pensiones de los jubilados que en ese instante tienen derecho a recibirlas, mientras que las pensiones de los jubilados de mañana se pagarán con las cotizaciones que en su día estén aportando los trabajadores. Este es el método que se aplica en España.

			

			Los mal llamados planes de pensiones privados

            

			Los conocidos como planes de pensiones privados son distintos de los planes de pensiones públicos. En sentido estricto, no se puede decir que sean pensiones, sino fondos privados constituidos simplemente por el ahorro que cada persona va depositando voluntariamente poco a poco en una entidad gestora —normalmente un banco— hasta el momento de su jubilación. Esta entidad gestora invierte ese ahorro en algún activo privado —por ejemplo, en el mercado financiero— y obtiene una rentabilidad con ello. Una vez se jubila, la persona puede retirar esos fondos que fue ahorrando durante su etapa laboral más la suma de los intereses que tales fondos pueden haber producido durante todos aquellos años. Esta suma puede transformarse en una resta cuando los intereses son negativos, es decir, cuando la rentabilidad de los ahorros e inversiones es negativa, como ocurre en las recesiones.
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